Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a que en materia de servicios sociales efectúe los desarrollos y ajustes normativos al objeto de preservar la cotitularidad de los bienes patrimoniales y recursos económicos de los matrimonios, presentada por el G.P. Socialistas del Parlamento de Navarra.

SRA. PRESIDENTA: Buenos días, señoras y señores Parlamentarios. Reanudamos la sesión con el décimo quinto punto del orden del día: Debate y votación de la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a que en materia de servicios sociales efectúe los desarrollos y ajustes normativos al objeto de preservar la cotitularidad de los bienes patrimoniales y recursos económicos de los matrimonios, presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra. El Grupo Parlamentario Nafarroa Bai presentó ayer una enmienda in voce, de adición. ¿Alguien se opone a su tramitación? Para la defensa de la moción, por el grupo socialista, señor Monzón, tiene la palabra.

SR. MONZÓN ROMÉ: Señora Presidenta, señorías, buenos días en este viernes. Me toca intervenir ante este Pleno a raíz del debate de la moción presentada por el Grupo Parlamentario Socialistas del Parlamento de Navarra que plantea que, en aplicación de la legislación vigente en materia de servicios sociales, se efectúen los desarrollos y ajustes normativos precisos al objeto de preservar en justa correspondencia la cotitularidad de los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos de los matrimonios en los supuestos en que en el régimen económico del matrimonio sea de gananciales o conquistas cuando una de las partes esté en un centro residencial y la otra no.

Quiero recordar que dicha iniciativa obedece, como en el caso de la moción posterior, a una reflexión de nuestro grupo inducida por la reunión mantenida por todos los grupos de la Cámara con la Asociación Lares y obviamente por las consideraciones verbales que sus representantes nos trasladaron. Por tanto, sirva esta mi primera intervención de agradecimiento y reconocimiento a la sensibilidad y el compromiso manifestado por dicha asociación, que reúne en su seno ni más ni menos que a responsables de residencias y servicios de atención a mayores y que acuña una coletilla más en su definición, cual es, además, su mejor seña de identidad, el sector solidario o el sector público sin ánimo de lucro.

Señorías, valores como la solidaridad son compromisos sociales y humanitarios que entre todas y todos deberemos desarrollar y potenciar, más si cabe en los tiempos en los que nos va a tocar vivir. Pero siendo la solidaridad importante como valor, más lo es la solidaridad intergeneracional, es decir, entre distintas generaciones. La atención a los más desfavorecidos o a nuestros mayores es un ejercicio de responsabilidad ineludible, pero la atención a nuestros mayores, en muchos casos a nuestros padres, se ve dificultada por las condiciones laborales, económicas, de vecindad o de espacio habitacional. A nadie se le escapa, y menos a los Parlamentarios y Parlamentarias de esta Cámara que tienen formación jurídica, que nuestro Código Civil establece sendas obligaciones de atención, manutención y cuidados tanto hacia nuestros padres como hacia nuestros hijos. Pero a veces la ley, aun sustentada en un profundo deseo personal, no hace posible llevar a la realidad dicho compromiso, unas veces por no vivir padres e hijos en la misma ciudad, otras por vivir en la misma ciudad pero, por el tamaño de la misma, en barrios muy alejados, la mayoría de las veces por trabajar los dos miembros de la pareja y menos veces, por no extenderme, por tener un espacio residencial, nuestra casa, de reducidas dimensiones.

Se podrá decir que la voluntad lo supera todo, pero no siempre es posible, máxime cuando la necesidad de atención y apoyos se debe intensificar fruto del grado de dependencia de la persona necesitada de cuidados. Más claro se puede apreciar lo dicho hasta aquí cuando no prestan la atención y los cuidados los hijos o hijas hacia los padres, sino cuando es uno de los cónyuges el que cuida al otro y, muy a pesar de este, no puede seguir atendiéndole por su grado, intensidad y nivel de apoyos precisados. En este supuesto la Administración Pública, en unos casos, o las entidades concertadas o privadas, en otros, deberán atender a la persona mayor. 

En el supuesto que quiere reflejar esta moción se precisa atender a uno de los cónyuges y, por no ser necesario, no atender en el ámbito sociosanitario residencial al otro, permaneciendo este último en su propio domicilio y dependiendo de los bienes comunes o gananciales para su propia supervivencia. Si la persona atendida en el ámbito residencial, bien directamente o con el apoyo familiar, no puede sustentar económicamente el coste de su atención, en este supuesto debe formalizar un acuerdo conocido como reconocimiento de deuda, al objeto de que la Administración Pública pueda resarcirse de la parte que ella, y no el usuario o usuaria, haya sufragado del conjunto del coste de la atención prestada con cargo a los bienes de la persona atendida. ¿Qué bienes son estos?, ¿son la totalidad de sus bienes? En algunos casos así ha ocurrido. Pero puede darse el supuesto, de hecho se da en bastantes ocasiones, de que uno de los cónyuges esté en un centro o residencia sociosanitaria y el otro cónyuge y/o sus descendientes no. Ante esta posibilidad debe ser razonable que en todo caso el reconocimiento de deuda solo pudiera afectar como máximo al 50 por ciento del total de los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos del matrimonio, garantizando la pervivencia y subsistencia viable del otro u otra cónyuge y sus descendientes.

Entiende, por tanto, este grupo parlamentario que en estas situaciones el ciudadano o ciudadana navarra, tal y como se puede aplicar hasta la fecha dicha normativa de reconocimiento de deuda, aunque no se haga en todos los casos, pone en serio riesgo la pervivencia presente y/o futura de la otra parte del matrimonio, así como de sus descendientes, convivientes, y en justa consecuencia esta otra parte debe tener y mantener los mismos derechos y posibilidades.

Además de ello, y de forma singular, le preocupa a este grupo parlamentario la no regulación, situación esta de mayor indefensión, o la regulación poco concreta del sistema y reglas del reconocimiento de deuda cuando este puede ser aplicado no directamente por las propias Administraciones Públicas, autonómicas o locales, sino por entidades privadas con y sin ánimo de lucro que gestionan centros o residencias sociosanitarias libremente, esto es, de forma no concertada con la Comunidad Foral.

Por tanto, y para terminar, señorías, nuestro grupo parlamentario somete a la consideración de este Parlamento el siguiente acuerdo: instar al Gobierno de Navarra a que, en desarrollo y aplicación de la legislación vigente en materia de servicios sociales, efectúe los desarrollos y ajustes normativos precisos al objeto de preservar en justa correspondencia la cotitularidad de los bienes patrimoniales o de cualquier otro tipo y recursos económicos de los matrimonios en los supuestos de que el régimen económico del matrimonio sea de gananciales o conquistas y cuando una de las partes esté en un centro residencial y por exigencia normativa tenga formalizado un reconocimiento de deuda y la otra parte siga residiendo en su domicilio habitual y dependiendo de sus propios medios patrimoniales o pecuniarios. 

Quiero aprovechar esta intervención, señora Presidenta, para posicionarme en relación con la enmienda de adición que ha presentado el Grupo Parlamentario de Nafarroa Bai. Nuestro grupo entiende que el Grupo Parlamentario de Nafarroa Bai, compartiendo en su integridad nuestra moción, plantea mejorarla o complementarla con dos apartados que ustedes han tenido ocasión de conocer porque ayer se repartieron las fotocopias. Lo que plantea el grupo de Nafarroa Bai es garantizar en todo caso que una vez conocida esa deuda, a través del mecanismo del reconocimiento de deuda, cuando menos haya dos premisas o dos garantías: la primera, que es el primer punto de la enmienda in voce de adición, plantea que en ningún caso se podrá ejecutar esa deuda hacia la vivienda habitual, no hacia el resto del patrimonio, en tanto viva el cónyuge que no está en el centro sociosanitario en esa vivienda habitual; y la segunda es que para recuperar la deuda la Administración Pública siempre deberá garantizar al cónyuge que no ha estado en el centro sociosanitario, en la residencia, unos ingresos equivalentes al salario mínimo interprofesional para que tenga garantizado un mínimo de subsistencia.

Entiende nuestro grupo que esta enmienda in voce complementa la moción que se plantea e invita al Gobierno de Navarra a que con estas reflexiones que plantea la moción más la adición que se va a introducir, si así se aprueba, se formule la revisión de la normativa foral, se desarrolle esa normativa y se garanticen los derechos que con esta moción y la adición se plantean. Nada más y muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Muchas gracias, señor Monzón. Para la defensa de la enmienda de adición, por el Grupo Parlamentario de Nafarroa Bai, señor Zabaleta, tiene la palabra.

SR. ZABA​LE​TA ZABA​LE​TA (1): Egun on, jaun-andre​ok. Aste buka​e​ra ona izan deza​zu​e​la, hala​xe opa dizu​e​gu eta. 

Mozio hone​tan azal​tzen den ara​zoa bene​ta​koa da, eta gai​ne​ra maiz ger​ta​tzen da bizi garen gizar​te​an. Per​tso​na bat babes-etxe edo erre​si​den​tzia bate​ra era​man behar dene​an, asko​tan bere fami​li​a​ko​ak –bere emaz​tea, bere sena​rra, bere seni​de​ak– gel​di​tzen dira lehen​dik bizi ziren etxe​an. Eta babes-etxe​an sar​tze​ko, per​tso​na horrek –horre​la dago​e​la​ko orain​goz arau​tu​ta– zor aitor​pe​na sina​tu behar du, erre​si​den​tzia horre​tan era​gi​ten ditu​en gas​tu​ak ordain​tze​ko kon​pro​mi​so bat har​tuz. Ger​ta​tzen da ordu​an kon​pro​mi​so horrek, hitzar​men horrek, era​gi​na izan leza​ke​e​la, eta ondo​rio​ak eduki, bere etxe​an –nahiz eta bera erre​si​den​tzi​an egon– bizi​tzen gel​di​tu dire​nen​da​ko. Hori egu​ne​ro ikus​ten dugu.

Baina, zehaz​tu den beza​la, mozio honen hel​bu​rua edo xedea zera da: hain zuzen ere, lege gara​pe​ne​ra​ko iriz​pi​de​ak ema​tea; etor​ki​zu​ne​an, lege hau zehaz​ten dene​an, zein iriz​pi​de​tan oina​rri​tu behar​ko den eta zein iza​nen diren gau​za​tu beha​rre​ko iriz​pi​de​ak. Beraz, ari gara esa​ten nola gara​tu behar​ko den orain ere inda​rre​an dago​en lege​di hori.

Eta iriz​pi​de horre​tan, gure emen​da​kin hone​tan, guk uste dugu zehaz​ta​sun batzuk ere eran​tsi behar zaiz​ki​o​la Alder​di Sozi​a​lis​tak pro​po​sa​tu​ta​ko mozio​a​ri. Hauek dira zehaz​ta​sun hori​ek:

Lehen​da​bi​zi​koa, ohiko bizi-etxe horren era​bi​le​ra​ri buruz​koa. Ale​gia, ber​tan erre​si​den​tzi​an sartu den per​tso​na horren fami​li​a​ko​ak bizi diren bitar​te​an ezin iza​tea etxe hori zor-kita​pe​na egi​te​ko era​bi​li. Azken fine​an, ber​tan bizi dire​nei bizi​le​kua erres​pe​ta​tzea da.

Biga​rre​nik, horre​taz gai​ne​ra, etxe horre​tan bizi den senar, emaz​te, seni​de edo dena dela​ko​ak izan deza​la, baita ere, gutxi​e​ne​ko sol​da​ta ber​ma​tua.

Egia da arlo hone​tan, arazo horre​taz gai​ne​ra, beste zehaz​ta​sun batzuk ere behar​ko dire​la. Esate bate​ra​ko, zor aitor​pe​na den hitzar​men hori, kon​pro​mi​so hori, ez ote litza​te​ke​en kudea​ke​ta publi​koz egin behar​ko, berme oso​ra​ko. Zeren eta orain​goz zor aitor​pen hori erre​si​den​tzia bate​an sar​tzen denak egin behar dio edo admi​nis​tra​zio​a​ri –erre​si​den​tzia publi​koa bal​din bada– edo enti​ta​te edo izaki pri​ba​tu bati –erre​si​den​tzia pri​ba​tua bal​din bada–, eta horrek beste ondo​rio batzuk dauz​ka.

Baina orain ari gara soi​lik, eta gure emen​da​ki​na da soi​lik, Alder​di Sozi​a​lis​tak aur​kez​tu​ta​ko mozio​a​ri buruz, eta horre​tan hitz egi​ten dugu soi​lik erre​si​den​tzi​an dau​den per​tso​nen fami​li​a​ko​ek behar dituz​ten ber​me​ez. Uste dugu gure emen​da​ki​nak zehaz​ta​su​na eran​sten diola Alder​di Sozi​a​lis​tak aur​kez​tu​ta​ko pro​po​sa​me​na​ri, eta pro​po​sa​men horrek –egia da– bene​ta​ko eta egu​ne​ro azal​tzen den arazo bati buruz​ko ezta​bai​da sor​tzen du lege​bil​tzar hone​tan.

Beraz, eske​rrik asko gure emen​da​ki​na onar​tze​a​ga​tik; guk alde boz​ka​tu​ko dugu, eta eska​tzen diegu beste tal​de​ei ere alde bozka deza​te​la. Bes​te​rik ez, eta eske​rrik asko.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Zabaleta. A continuación abrimos un turno a favor de la moción que se ha debatido. Por UPN, señora Mateo, tiene la palabra.

SRA. MATEO PÉREZ: Buenos días, Presidenta. Por la brevedad de mi intervención solicito intervenir desde el escaño. Muchas gracias. Buenos días, señorías. El grupo socialista ha presentado una moción por la que pretende incidir tanto en la Ley de Servicios Sociales como en la propia Ley 17/2000, que regula la aportación económica de los usuarios a la financiación de los centros de tercera edad. Sin embargo, quiero hacer alguna observación porque hay errores tanto en la exposición de motivos como en lo que ha comentado el señor Zabaleta. 

En primer lugar, nuestro sistema de reconocimiento de deuda no es un sistema obligatorio, sino que es un sistema optativo y de aplicación únicamente a las residencias públicas, es decir, aquellas que están gestionadas de manera directa o indirecta, única y exclusivamente. De esta forma, cuando una persona mayor ingresa en una de estas plazas se calcula el copago, en este caso de la persona mayor que ingresa en la residencia, y siempre de acuerdo con la renta y los rendimientos del patrimonio de su unidad familiar, unidad familiar compuesta por ambos cónyuges, hijos menores o hijos mayores con alguna discapacidad. Son reglas que ya están establecidas en el IRPF. Y una vez que se fija dicha cuantía, si la persona usuaria opta por no pagar la aportación que se le asigna, estará obligada a reconocer o a hacer el reconocimiento de deuda por la diferencia entre lo que realmente aporta y lo que le correspondería aportar. 

Pero es que, además, nuestro sistema actual no contempla en ningún caso, como dice la exposición de motivos, que se pague el total del coste de la plaza puesto que los precios públicos son fijados anualmente por el Gobierno de Navarra y jamás alcanzan el coste de la plaza, jamás. Y, sobre todo, los procedimientos que en este caso se siguen en el departamento no permiten bajo ningún concepto que se ejecute deuda más allá del patrimonio del usuario que reside en este caso en la propia residencia. Para que se entienda bien, en ningún caso se va a ejecutar esa deuda contraída contra los bienes tanto de su cónyuge como de sus descendientes, jamás, es decir, la herencia no va a percibir ninguna carga. 

Dicho lo anterior, y por aclarar, en Unión del Pueblo Navarro estamos de acuerdo y compartimos estos procedimientos, pero, repito, ya están recogidos por escrito en el propio departamento y se siguen a rajatabla. Su moción solicita que ambos estén recogidos en una norma jurídica de desarrollo, claro está, pero estamos hablando de la Ley 17/2000, de 29 de diciembre, que regula la aportación económica de los usuarios a la financiación de los servicios por estancia en centros para la tercera edad, y entendemos que no cabría un proceso reglamentario porque afecta a cuestiones básicas como es la garantía. Así que en este caso atendemos siempre a una modificación de la propia ley. Pero, de hecho, y creo que también es importante señalarlo, se está trabajando en este campo a través del Departamento de Asuntos Sociales desde hace tiempo, es un mandato de la propia Ley de Servicios Sociales. Y si a día de hoy no se ha hecho nada en este aspecto es porque se está esperando a que se formalice un acuerdo, que probablemente será suscrito muy pronto, dentro del Consejo Territorial para determinar la capacidad económica de los beneficiarios del sistema de la ley de la dependencia. Tiene un fin y un objeto muy importante, y es el de establecer unos criterios mínimos comunes en lo que estamos hablando y en lo que nos ocupa en estos momentos, que es el copago.

Este acuerdo, que aún no se ha adoptado pero que según me han informado desde el propio departamento parece que se va a votar a favor en el seno del Consejo Territorial por lo menos a día de hoy, contempla ciertas variantes a nuestro sistema que, sin embargo, no van a incidir de manera sustancial. Es decir, va a determinar la capacidad económica de la persona mayor teniendo en cuenta en este caso la renta y el patrimonio de la unidad familiar y la posibilidad de mantener el reconocimiento de deuda una vez determinado el copago correspondiente, pero, evidentemente, jamás podrá alcanzar más que los bienes del propio usuario, única y exclusivamente.

Por tanto, vamos a votar a favor de la moción presentada por el grupo socialista y, cómo no, a favor de la enmienda in voce presentada por el grupo de Na-Bai. Como ha dicho el señor Monzón, comparte la filosofía de la moción y enriquece su propuesta. Muchas gracias, Presidenta.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Mateo. Creo que tiene usted un concepto muy equivocado de la brevedad. Por la agrupación de Convergencia, señor Alli, tiene la palabra.

SR. ALLI ARANGUREN: Muchas gracias, señora Presidenta. Intervendré desde el escaño, si me permite, en aras de la brevedad. Sencillamente, lo que se plantea en sus propios y literales términos es que en el desarrollo y ajustes normativos que exija la Ley 17/2000 se implemente de un modo mucho más matizado lo que ya la propia exposición de motivos recoge como unos criterios y consideraciones normativas que fueron objeto de un grandísimo consenso en su momento y es, en definitiva, que la colectividad no tenga que pagar aquello que puedan pagar los que tienen bienes y, por tanto, superar unas situaciones que se dieron anteriormente en las que los herederos se cuidaban muy mucho de distribuir los bienes antes de colocar al titular o a los titulares de los mismos en el centro de atención pública correspondiente donde aparecían como absolutamente insolventes y, por tanto, todos contentos, sobre todo, los herederos, que se habían hecho con el patrimonio mientras que el resto de la sociedad se hacía cargo de algo a lo que el deber de fidelidad o de familiaridad obligaba a los herederos, que era mantener a sus personas mayores.

Establecer estos criterios y consideraciones normativas, evidentemente, fue un logro importante, y han venido aplicándose. Es evidente que no han satisfecho nunca a los que contaban con el reparto del patrimonio y el coste cero de la atención a las personas mayores y que ahora lo que se precisa es garantizar que cuando hay una persona que tiene todavía capacidad y autovalimiento y permanece en la vivienda familiar no se disponga de esa vivienda hasta tanto no se supere esta situación.

Creemos que las enmiendas que se proponen precisan de una mayor virtualidad porque la versión primera hablaba del doble del salario mínimo interprofesional y la segunda se queda en el salario mínimo interprofesional y nos parece adecuado que esto se tenga en cuenta cuando se vaya a proceder al desarrollo normativo o a las circulares interpretativas, en definitiva, a garantizar que la persona que por sobrevivencia o por tener capacidad de autovalimento esté permaneciendo en el domicilio familiar no se vea desahuciada porque se procede a la ejecución en aras de satisfacer esta deuda, teniendo en cuenta siempre un principio, que el patrimonio es el auténtico límite de la posibilidad de satisfacer el crédito, que por mucho crédito que haya, si no hay patrimonio, habrá siempre una diferencia que será a cargo del erario público y, por tanto, de los recursos públicos. Muchas gracias.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Alli. Por la agrupación de Izquierda Unida, señora Figueras, tiene la palabra.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: Buenos días, señorías. Gracias, señora Presidenta. No-sotros estamos también de acuerdo con la moción que presenta el grupo socialista porque nos parece que hay un vacío real en este sentido y, además, hay una normativa que yo creo que, al no estar regulada adecuadamente, da lugar a diferentes modos y formas de interpretar las situaciones. Es cierto que durante un tiempo ha podido ocurrir lo que planteaba el señor Alli, que familiares directos o indirectos procuraban tener a buen recaudo la situación de solvencia económica que tenían sus familiares y después directamente, en caso de necesidades, los trasladaban a la residencia y evitaban o por lo menos no contribuían al pago o al copago del gasto que se generaba en una línea que yo creo que en parte se puede considerar de insolidaria. Pero lo cierto es que en estos momentos conviene y es necesario regular la situación y eso es lo que plantea la propia moción del Partido Socialista, que con la enmienda de adición de Na-bai plantea que sea garantista y, además, garantista en aspectos muy concretos: la deuda generada y soportada en el reconocimiento anterior en tanto en cuanto afecta a la vivienda habitual no podrá ser ejecutada mientras resida en la misma otra persona conviviente, con lo cual me parece que es reconocer, amparar y garantizar que las personas en general van a actuar con un criterio, entendemos desde Izquierda Unida, total y absolutamente honesto y, desde luego, hay que garantizárselo. Y, por otra parte, el tema, en lo que tiene que ver con la deuda contraída, de los ingresos. En estos momentos nosotros, como Izquierda Unida, hemos atendido en más de una ocasión, en dos ocasiones estoy recordando en este momento, a personas en una situación en la que uno de los miembros está en una residencia y a la otra se le ha seguido liquidando dinero de su patrimonio porque se había agotado, efectivamente, el de la persona que estaba en la residencia. No obstante, eso se ha solucionado pero después de cuatro o cinco meses. ¿Qué ocurre?, que son situaciones precarias porque la persona que está fuera de la residencia, que está en la vivienda habitual, tiene que afrontar el gasto de la vivienda habitual, el suyo propio y realmente estamos hablando de pensiones muy bajas, de en torno a los quinientos y pico o seiscientos euros. Eso se ha corregido, pero, ya digo, siempre con una demora de cinco y hasta seis meses.

Por lo tanto, de lo que hablamos en todo caso es de garantizar, de desarrollar esa garantía, y, además, es verdad que el debate está todavía en el Consejo Interterritorial e incluso lo de la vivienda en otras comunidades por lo menos está en discusión si al final se va a ejecutar como resarcimiento de deuda o no. Es un debate que está abierto pero, en cualquier caso, desde el ámbito que nos compete lo que debemos plantearnos es que exista esa garantía para que la persona, cónyuge, compañero o cualquiera de las circunstancias que se puedan dar, pueda habitar en la vivienda habitual. Por lo tanto, estamos de acuerdo tanto con la moción y el espíritu que plantea como con la enmienda, que en definitiva lo que hace es concretar que se garanticen aspectos que siempre son interesantes. No obstante, lo importante es que después del debate en el Consejo Interterritorial el Gobierno plantee una propuesta a la Comisión o al propio Parlamento y podamos debatir si solo es esto o son más conceptos los que se tienen que plantear en la situación de la que estamos discutiendo.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señora Figueras. Su turno de réplica, señor Monzón.

SR. MONZÓN ROMÉ: Gracias, señora Presidenta. En primer lugar, agradezco a todos los grupos de la Cámara el apoyo a esta moción que lo único que pretende es impulsar una reflexión sobre este problema y, evidentemente, fruto de esa reflexión que el Gobierno desarrolle, modifique, amplíe, mejore, como quiera, esta normativa aplicable para que algunas desviaciones o algunos problemas que pudieran existir no se vuelvan a plantear.

Además, como decía la portavoz de Izquierda Unida, hay algunas cuestiones que son evidentes, y es que, efectivamente, cuando se ejecuta el reconocimiento de deuda hay algunos patrimonios que son indivisibles, y el 50 por ciento de la vivienda habitual es de uno y el 50 por ciento de otro, ¿qué hacemos, embargamos el 50 por ciento?, ¿liquidamos el 50 por ciento?, es decir, parece razonable que en algunos casos eso deba ser como plantea la moción, porque, como decía, hay patrimonios que no se puedan seccionar.

En cuanto a lo que decía el portavoz del CDN, nuestro grupo comparte lo que usted ha dicho y, evidentemente, la Administración, es decir, todos los contribuyentes, no tienen que pagar lo que pueda pagar el usuario. Aquí el debate es sobre cuándo lo puede pagar. Ese es el debate, no que lo pueda pagar, sino cuándo lo puede pagar, y hay momentos en que no es oportuno, razonable, porque una parte de ese matrimonio, de esa pareja conviviente está utilizando la vivienda, y no me extenderé en el tema del salario mínimo interprofesional.

Y para terminar, en cuanto a lo que ha dicho la portavoz de UPN, evidentemente, la moción puede tener errores, pero, no asumiendo lo de los errores sino como reflexión teórica, nuestro grupo conoce, efectivamente, que es un sistema optativo y, de hecho, si usted me ha escuchado atentamente, que lo ha hecho, en uno de los párrafos de mi intervención ya he señalado que si la persona atendida en la residencia, bien directamente o con el apoyo familiar, es decir, de sus familiares, no puede sustentar el coste de atención es cuando entra el reconocimiento de deuda. También sabemos todos que en el caso de las residencias del Gobierno de Navarra el coste que se calcula no es el coste total de la plaza, pero habría que hacer esta reflexión en las residencias públicas de ámbito municipal, que también son públicas, y más todavía en las residencias públicas de ámbito municipal que son gestionadas por empresas privadas. Ahí le puedo garantizar que el reconocimiento de deuda de la entidad que gestiona esa residencia es el primer papel o de los primeros, por entendernos usted y yo, que hay que formalizar. Y ahí el paraguas de la Administración Pública y su buen hacer a lo mejor está más difuminado o no existe.

Claro que es oportuna la moción, como usted decía, se va a regular el copago. Derivado de la ley de dependencia aparece un sistema de copago y Navarra tendrá que ajustar su sistema, el que queramos entre todas y todos en este Parlamento, a ese sistema de copago de ámbito nacional. Por eso parece oportuno que en este momento reflexionemos para que cuando abordemos esa modificación y esa reglamentación la abordemos en todo su conjunto, y eso es lo que pretendemos, abordarla en su conjunto para que no haya problemas como ha podido haber, que nadie se los achaca a nadie, sino que lo que pretendemos es mejorar y que los ciudadanos, sobre todo estos, estén mejor atendidos. Gracias por el apoyo y nada más.

SRA. PRESIDENTA: Gracias, señor Monzón. A continuación, vamos a pasar a la votación de la moción con la incorporación de la enmienda de adición presentada por Na-Bai. Comienza la votación. (Pausa) Resultado de la votación, señora Secretaria. 

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 48 votos a favor, 0 votos en contra, 0 abstenciones.

SRA. PRESIDENTA: Por tanto, queda aprobada la moción por la que se insta al Gobierno de Navarra a que en materia de servicios sociales efectúe los desarrollos y ajustes normativos al objeto de preservar la cotitularidad de los bienes patrimoniales y recursos económicos de los matrimonios, presentada por el grupo parlamentario socialista.

Traducción:  

SR. ZABALETA ZABALETA (1): Buenos días, señorías. En primer lugar, les deseamos un buen fin de semana.

La moción que nos ocupa hace referencia a un problema real, que se produce con frecuencia en la sociedad en que vivimos. Cuando se hace necesario ingresar a una persona en una residencia, en muchas ocasiones sus familiares –su mujer, su marido, sus hermanos– permanecen en lo que venía siendo su domicilio habitual. Para poder ingresar en la residencia, y según está establecido en la regulación vigente, esa persona debe firmar un reconocimiento de deuda, por el que asume el compromiso de abonar los gastos a que dé lugar su estancia en dicha residencia. Lo que ocurre es que ese compromiso o acuerdo puede afectar a quienes continúan viviendo en lo que fue el domicilio anterior de la persona que ha ingresado en la residencia. Se trata de algo que vemos todos los días.

Tal y como se ha concretado, esta moción tiene por objeto el establecimiento de una serie de criterios que inspiren el futuro desarrollo de esta ley. Así pues, lo que estamos haciendo es decir cómo se debe desarrollar la legislación que está en vigor actualmente.

Respecto a nuestra enmienda, hemos de decir que consideramos necesario introducir una serie de precisiones a la moción propuesta por el Partido Socialista. Concretamente, las siguientes.

La primera de ellas hace referencia a la utilización de la vivienda habitual, y consiste en la imposibilidad de utilizar dicha vivienda para liquidar la deuda mientras en ella residan los familiares de la persona que ha ingresado en una residencia. Se trata, en definitiva, de respetar la vivienda de esas personas.

En segundo lugar, se pide que el marido, mujer, hermano o cualquier otra persona que resida en esa vivienda disponga también de un salario mínimo garantizado.

Es cierto que en este tema serán necesarias, asimismo, otras precisiones, como, por ejemplo, la que se refiere a si el compromiso consistente en el reconocimiento de la deuda no debería gestionarse públicamente, en aras de que la garantía sea total. Y es que, por el momento, quien ingresa en una residencia debe suscribir el mencionado reconocimiento bien ante la Administración –cuando se trate de una residencia pública–, bien ante una entidad privada –cuando sea una residencia de esa índole–, y ello da lugar a una serie de consecuencias.

En cualquier caso, en este momento nuestra enmienda se refiere exclusivamente a la moción presentada por el Partido Socialista. En dicha enmienda hablamos únicamente de las garantías que necesitan los familiares de las personas que se encuentran ingresadas en una residencia. Consideramos que nuestra enmienda aporta precisión a la propuesta presentada por el Partido Socialista; propuesta que, es cierto, ha propiciado un debate en este Parlamento acerca de un problema real con el que nos encontramos todos los días.

Muchas gracias, pues, por aceptar nuestra enmienda. Nosotros vamos a votar a favor, y pedimos también al resto de grupos que voten a favor. Nada más, y muchas gracias. 

